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SE NTE NC IA  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2016. 

El apelante, señor Luis A. Virella Báez, comparece ante nos y 

solicita nuestra intervención para que revoquemos la Sentencia 

sumaria emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Bayamón, el 5 de abril de 2016, notificada a las partes de epígrafe 

el 15 de abril de 2016.  En virtud de dicho pronunciamiento, el 

foro primario declaró Ha Lugar una demanda sobre liquidación de 

sociedad de bienes gananciales, incoada por la señora Carmen G. 

Robles Cubero (apelada).  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

revoca la sentencia apelada.  

I 
 

 Mediante sentencia de divorcio del 2 de junio de 2010, el 

matrimonio entre los aquí comparecientes quedó disuelto.  Surge 

del dictamen correspondiente que, a fin de concertar las 

condiciones de su separación por la causal de consentimiento 

mutuo, estos expresamente estipularon, en lo pertinente, ser 



 
 

 
KLAN201600650 

 

2 

titulares de una propiedad residencial sita en el municipio de 

Dorado.  Al respecto, convinieron lo siguiente: 

[…] 
 
b. Los peticionarios acuerdan que dicha propiedad 

permanecerá como Hogar Seguro.  No obstante, ambas 
partes reconocen que cualquier acción a tomar 
referente a dicha propiedad deberá ser discutida 

previamente por ambos. En la eventualidad de que 
ambas partes decidan vender la propiedad, estipularán 

el precio de venta y dividirán en partes iguales el 
sobrante, luego de cubrir los gastos y gravámenes 
relacionados a la propiedad. En este caso se liquidará 

la sociedad legal de gananciales en su totalidad.  
 

c. La co peticionaria, Carmen G. Robles Cubero 
continuará pagando las deudas relacionadas a dicha 
casa, tales como el préstamo hipotecario que obra 

sobre la misma y la mensualidad de la Asociación  de 
Residentes.  El co peticionario pagará las deudas 
relacionadas a las contribuciones sobre la propiedad 

aplicables.  La co peticionaria utilizará los intereses 
que genere dicha hipoteca en su planilla de 

contribución sobre ingresos.  
 

Así las cosas, el 30 de enero de 2015, la apelada presentó la 

demanda de epígrafe.  En virtud de la misma, solicitó la división de 

la comunidad post ganancial entre ambos habida, así como el 

reembolso de cierta cantidad de dinero por concepto del pago en 

exceso de los intereses de la hipoteca que grava la propiedad en 

disputa.  Tras las incidencias correspondientes y luego de haber 

mediado la alegación responsiva por parte del apelante, el 18 de 

junio de 2015, la apelada presentó una Solicitud para que se Dicte 

Sentencia Sumaria a Favor de la Demandante.  En el referido 

pliego, indicó que no existía controversia de hechos alguna en 

cuanto a la legitimidad de su reclamación, toda vez que la prueba 

documental sometida a la consideración del tribunal establecía que 

el apelante adeudaba una cantidad de $15,623.59 por los pagos de 

los intereses del préstamo hipotecario y de las contribuciones 

sobre la propiedad, todos efectuados en exceso de su obligación.  

Particularmente, la apelada expresó que la deuda hipotecaria 

había sido reducida de $180,000.00 a $146,568.47.  Al abundar, 
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sostuvo que, desde suscritas las estipulaciones, satisfizo un total 

de $94,124.88 entre el principal y los intereses correspondientes, a 

razón de la amortización de $23,260.46 y $61,302.70 por cada 

respectivo concepto.  A su vez, afirmó haber aportado la suma de 

$2,188.00 por las contribuciones sobre la propiedad durante el 

periodo comprendido entre el 2010 y el 23 de enero de 2013, ello 

dado a que el apelante incumplió con lo convenido.    

En su pliego, la apelada indicó que correspondía al apelante 

satisfacer la mitad de la cantidad pagada por razón de los intereses 

hipotecarios, así como la totalidad del monto relativo a las 

contribuciones sobre la propiedad, todo para una cantidad de 

$32,839.35.  A su vez, indicó que el inmueble en controversia tenía 

un valor de tasación estimado de $181,000.00, por lo que, 

tomando como base dicha suma, y descontando el balance 

reducido pendiente de la hipoteca, el remanente líquido a dividirse 

entre ambos comuneros ascendía a $34,431.53.  De este modo, en 

virtud de lo anterior y según sus cálculos respecto a los valores 

concernidos, la apelada solicitó al Tribunal de Primera Instancia 

que ordenara al apelante pagar la suma de $15,623.59, así como 

la inscripción registral del inmueble a su favor.  La apelada 

acompañó su solicitud de sentencia sumaria con una Declaración 

Jurada afirmando la veracidad de sus alegaciones, así como con 

múltiples documentos relacionados al trámite judicial del divorcio 

entre las partes y a la amortización de la deuda hipotecaria.  

 Por su parte, el apelante presentó un escrito intitulado 

Moción en Réplica y Solicitando se Dicte Sentencia Sumaria a Favor 

de la Parte Demandada.  En virtud del mismo, sostuvo que 

procedía dictar sentencia sumaria a su favor, toda vez que la 

prueba documental correspondiente establecía su acreencia sobre 

el cincuenta por ciento (50%) del valor de liquidación del inmueble 

en disputa, ello por no haberse condicionado la adjudicación del 
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mismo a la existencia de crédito alguno a favor de cualquiera de 

los involucrados.  Al respecto, afirmó que contrario a lo aducido 

por la apelada, no venía llamado a compensarle la mitad de los 

pagos por concepto de principal e intereses de la hipoteca.  En 

apoyo a su argumento, indicó que, mediante transacción a los 

efectos, la apelada se obligó a asumir las referidas partidas, por lo 

que nada podía reclamársele.  No obstante, sí aceptó que le 

correspondía cubrir la cantidad correspondiente por concepto de 

contribuciones sobre la propiedad. De este modo, el apelante 

solicitó al Tribunal de Primera Instancia que dictara sentencia a su 

favor por no existir controversia de hechos alguna respecto a los 

derechos de las partes.  Así, requirió que ordenara la liquidación 

del inmueble, a fin de que, luego de descontados los gastos 

mandatorios, el remanente fuera dividido entre ambos 

equitativamente. 

 Las partes de epígrafe replicaron entre sí.  En atención a ello, 

el 15 de octubre de 2015, el tribunal celebró una vista 

argumentativa para que fundamentaran sus respectivas teorías.  

Más tarde y luego de varias incidencias, el 5 de abril de 2016, con 

notificación del 15 de abril siguiente, el Tribunal de Primera 

Instancia emitió la sentencia que nos ocupa. En virtud de la 

misma, proveyó para lo solicitado por la apelada, tras entender que 

procedía dictar sentencia sumaria a su favor, por haber observado 

las formalidades legales aplicables al referido mecanismo. En 

particular, resolvió que la prueba documental por esta ofrecida, 

establecía que, desde decretado el divorcio entre las partes, 

satisfizo las mensualidades de la hipoteca del inmueble, por 

concepto de principal e intereses y la totalidad del monto por 

concepto de contribuciones sobre la propiedad, contrario a lo 

dispuesto en la sentencia de divorcio. A tenor con ello y tras 

expresar que el apelante incumplió con las disposiciones 
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pertinentes a la eficacia de una solicitud sobre sentencia sumaria, 

el Juzgador de hechos ordenó la entrega de los documentos 

relativos a la liquidación del inmueble. Así, le impuso al aquí 

apelante la obligación de devolver a la apelada el cincuenta por 

ciento (50%) de los intereses hipotecarios pagados en exceso de su 

participación en el bien, así como la cantidad por concepto de las 

contribuciones de la propiedad también por ella satisfecha.  Nada 

dispuso el Tribunal de Primera Instancia respecto a los derechos y 

obligaciones de las partes de epígrafe en cuanto a las otras 

partidas inherentes a su condición de comuneros.  

Inconforme con lo resuelto, el 16 de mayo de 2016, el 

apelante compareció ante nos mediante el presente recurso de 

apelación.  En el mismo aduce que: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
decretar que el demandado no cumplió con la Regla 

36.3 (d) de Procedimiento Civil.  Aduciendo que el 
demandado apelante alegó la existencia de 
controversia sobre hechos materiales sustanciales sin 

detallar la evidencia admisible que sostiene su 
impugnación de los párrafos señalados; que no se 

explicó detalladamente la defensa sobre la existencia 
de un contrato de transacción como parte de la 
estipulación del divorcio; que la parte demandada-

apelante no presentó evidencia sobre la defensa de 
contrato transaccional y que no se presentó evidencia 

admisible para sostener las alegaciones de que no le 
corresponde compartir en partes iguales las cargas del 
inmueble. 

 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
ordenar al demandado apelante el pago de 50% de los 

gastos de intereses pagados por la demandante en 
exceso del pago de su cuota, fundamentando su 

decisión en las disposiciones generales de la 
comunidad de bienes, habiendo un contrato de 
transacción judicial claro, en cuanto a la liquidación 

del bien inmueble en controversia.   
 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al no 
dictar sentencia sumaria a favor de la parte 
demandada apelante. 

  
 Luego de examinar el expediente de autos y con el beneficio 

de la comparecencia de ambas partes de epígrafe, estamos en 
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posición de disponer del asunto que nos ocupa, de conformidad 

con la norma aplicable. 

II 
 

A 

 
La Regla 36.2 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 36.2, permite a una parte contra la cual se ha presentado una 

reclamación, solicitar que se dicte sentencia sumaria a su favor 

sobre la totalidad o cualquier parte de la misma.  Este mecanismo 

procesal es un remedio de carácter extraordinario y 

discrecional.  Su fin es favorecer la más pronta y justa solución de 

un pleito que carece de controversias genuinas sobre los hechos 

materiales y esenciales de la causa que trate.  SLG Zapata-Rivera v. 

J.F. Montalvo, 189 DPR 414 (2013); Córdova Dexter v. Sucn. 

Ferraiuoli, 182 DPR 547 (2011); Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 

200 (2010); Sucn. Maldonado v. Sucn. Maldonado, 166 DPR 154 

(2005). De este modo y debido a la ausencia de criterios que 

indiquen la existencia de una disputa real en el asunto, el juzgador 

de hechos puede disponer del mismo sin la necesidad de celebrar 

un juicio en su fondo.  Luan Invest. Corp. v. Rexach Const. Co., 152 

DPR 652 (2000). La doctrina considera que el uso apropiado de 

este recurso contribuye a descongestionar los calendarios 

judiciales, fomentando así los principios de celeridad y economía 

procesal que gobiernan nuestro ordenamiento.  Vera v. Dr. Bravo, 

161 DPR 308 (2004).  Por tanto, la sentencia sumaria permite la 

pronta adjudicación de las controversias cuando una audiencia 

formal resulta en una dilación innecesaria de la tarea judicial.  Así 

pues, esta sólo debe ser utilizada en casos claros, cuando el 

tribunal tenga ante sí la verdad de todos los hechos esenciales 

alegados en la demanda, restando sólo por disponer las 

controversias de derecho existentes.  Vera v. Dr. Bravo, supra; PFZ 

Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., 136 DPR 881 (1994).  
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La parte promovente de una solicitud de sentencia sumaria 

está obligada a establecer, mediante prueba admisible en 

evidencia, la inexistencia de una controversia real respecto a los 

hechos materiales y esenciales de la acción.  Además, deberá 

demostrar que, a la luz del derecho sustantivo, amerita que se 

dicte sentencia a su favor. Ramos Pérez v. Univisión, supra; Sucn. 

Maldonado v. Sucn. Maldonado, supra; Vera v. Dr. Bravo, 

supra.  Para que tal sea el resultado, viene llamado a desglosar, en 

párrafos numerados, los hechos respecto a los cuales aduce que no 

existe disputa alguna.  Una vez expuestos, debe especificar la 

página o párrafo de la declaración jurada u otra prueba admisible 

que sirven de apoyo a su contención.  32 LPRA Ap. V, R. 36.3 

(a)(4);  SLG Zapata-Rivera v. J.F., supra.  

Cuando de las propias alegaciones, admisiones o 

declaraciones juradas, surge una controversia bonafide de hechos, 

la moción de sentencia sumaria resulta ser improcedente.  Ante 

ello, el tribunal competente debe abstenerse de dictar sentencia 

sumaria en el caso y cualquier duda en su ánimo, lo debe llevar a 

resolver en contra de dicha solicitud.  Vera v. Dr. Bravo, supra; 

Mgmt. Adm. Servs., Corp. v. E.L.A., 152 DPR 599 (2000). Para 

derrotar una moción de sentencia sumaria, la parte que se opone a 

la misma viene llamada a presentar declaraciones juradas o 

documentos que controviertan las alegaciones pertinentes. Regla 

36.5 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.5.  De ahí su 

obligación de exponer, de forma detallada, aquellos hechos 

relacionados al asunto que evidencien la existencia de una 

controversia real, que debe ventilarse en un juicio plenario.  SLG 

Zapata-Rivera v. J.F., supra; Rodríguez de Oller v. TOLIC, 171 DPR 

293 (2007).  En esta tarea, tiene el deber de citar específicamente 

los párrafos, según enumerados por el promovente, sobre los 

cuales estima que existe una genuina controversia y, para cada 
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uno de los que pretende controvertir, detallar, de manera precisa, 

la evidencia que sostiene su impugnación.  Regla 36.3 (b) (2) de 

Procedimiento Civil, supra, R. 36.3 (b)(2);  SLG Zapata-Rivera v. 

J.F., supra.  

Al evaluar la solicitud de sentencia sumaria, el tribunal debe 

cerciorarse de la total inexistencia de una genuina controversia de 

hechos. Roig Com. Bank v. Rosario Cirino, 126 DPR 613 (1990).  Lo 

anterior responde a que todo litigante tiene derecho a un juicio en 

su fondo cuando existe la más mínima duda sobre la certeza de los 

hechos materiales y esenciales de la reclamación que se 

atienda.  Sucn. Maldonado v.  Sucn. Maldonado, supra.  Por ello, 

previo a utilizar dicho mecanismo, el tribunal deberá analizar los 

documentos que acompañan la correspondiente solicitud, junto 

con aquellos sometidos por la parte que se opone a la misma, y los 

otros documentos que obren en el expediente del tribunal.    

Iguales criterios debe considerar un tribunal apelativo al 

ejercer su función revisora respecto a la evaluación de un dictamen 

del Tribunal de Primera Instancia emitido sumariamente. Vera v. 

Dr. Bravo, supra.  Nuestra Más Alta Curia estableció en el caso de 

Meléndez González et al v. M. Cuebas, 193 DPR 100 (2015), el 

estándar específico a emplearse por este foro apelativo intermedio 

al revisar las determinaciones del foro primario con relación a los 

dictámenes de sentencias sumarias.  A tal fin, el Tribunal Supremo 

expresó en el caso antes aludido:  

Primero, reafirmamos lo que establecimos en Vera v. Dr. 
Bravo, supra, a saber: el Tribunal de Apelaciones se 
encuentra en la misma posición del Tribunal de Primera 
Instancia al momento de revisar Solicitudes de Sentencia 

Sumaria.  En ese sentido, está regido por la Regla 36 de 
Procedimiento Civil, supra, y aplicará los mismos 

criterios que esa regla y la jurisprudencia le exigen al 
foro primario.  Obviamente, el foro apelativo intermedio 
estará limitado en el sentido de que no puede tomar en 

consideración evidencia que las partes no presentaron 
ante el Tribunal de Primera Instancia y no puede 

adjudicar los hechos materiales en controversia, ya que 
ello le compete al foro primario luego de celebrado un 



 
 

 
KLAN201600650    

 

9 

juicio en su fondo.  La revisión del Tribunal de 
Apelaciones es una de novo y debe examinar el 

expediente de la manera más favorable a favor de la parte 
que se opuso a la Moción de Sentencia Sumaria en el 

foro primario, llevando a cabo todas las inferencias 
permisibles a su favor.  

  

Segundo, por estar en la misma posición que el foro 

primario, el Tribunal de Apelaciones debe revisar que 
tanto la Moción de Sentencia Sumaria como su 

Oposición cumplan con los requisitos de forma 
codificados en la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, 
y discutidos en SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, supra.  

  

Tercero, en el caso de revisión de una Sentencia dictada 
sumariamente, el Tribunal de Apelaciones debe revisar si 

en realidad existen hechos materiales en 
controversia.  De haberlos, el foro apelativo intermedio 
tiene que cumplir con la exigencia de la Regla 36.4 de 

Procedimiento Civil y debe exponer concretamente cuáles 
hechos materiales encontró que están en controversia y 

cuáles están incontrovertidos.  Esta determinación puede 
hacerse en la Sentencia que disponga del caso y puede 
hacer referencia al listado numerado de hechos 

incontrovertidos que emitió el foro primario en su 
Sentencia.   

  

Cuarto, y por último, de encontrar que los hechos 

materiales realmente están incontrovertidos, el foro 
apelativo intermedio procederá entonces a revisar de 
novo si el Tribunal de Primera Instancia aplicó 
correctamente el Derecho a la controversia.    

 
B 
 

En defecto de capitulaciones matrimoniales estableciendo 

pacto en contrario, nuestro ordenamiento jurídico reconoce a la 

sociedad legal de gananciales como el régimen económico a 

prevalecer una vez celebrado el matrimonio.  31 LPRA sec. 

3621.  Salvo prueba que demuestre el carácter privativo de 

determinado bien, se reputan gananciales todos aquéllos habidos 

dentro de la unión matrimonial.  31 LPRA sec. 3647. Como 

consecuencia, en ocasión a una controversia por el carácter 

privativo o ganancial de determinado bien, quien se atribuya su 

pleno dominio, está en la obligación de derrotar la presunción de 

que el mismo es de propiedad común.  Echevarría Jiménez  v. Sunc. 

Pérez Meri, 123 DPR 664 (1989).     
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Mientras exista la sociedad legal de gananciales, los 

cónyuges son codueños y coadministradores de todo el patrimonio 

matrimonial, sin distinción alguna de cuotas. Montalván v. 

Rodríguez, 161 DPR 411 (2004).  En este contexto, son bienes 

gananciales los adquiridos durante la vigencia del matrimonio a 

expensas del caudal común, así como los obtenidos por la 

industria, el sueldo o trabajo de cualquiera de los cónyuges y los 

frutos, rentas o intereses devengados mientras subsiste la unión, 

procedentes de bienes comunes o de particulares.  31 LPRA sec. 

3641.  Por igual, son de cargo de la sociedad de gananciales, todas 

las deudas y obligaciones contraídas durante la unión matrimonial 

por cualquiera de los cónyuges y los atrasos o créditos devengados 

vigente la misma que se deriven de las obligaciones a que 

estuviesen afectos todos los bienes habidos en la misma, 

independientemente de su procedencia.  Además, las reparaciones 

mayores o menores realizadas a los bienes gananciales, así como 

aquéllas efectuadas para conservar los particulares de cada 

cónyuge y los préstamos personales en que cada uno de ellos 

incurra, se atribuyen a las cargas principales impuestas a la 

institución en cuestión.  31 LPRA sec. 3661.     

Ahora bien, la sociedad legal de gananciales se extingue una 

vez disuelto el matrimonio.  31 LPRA sec. 3681.  En particular, el 

divorcio, por implicar la ruptura absoluta de dicho vínculo, acarrea 

consigo la separación de la propiedad entre los ex cónyuges.  31 

LPRA sec. 381; Montalván v. Rodríguez, supra; Calvo Mangas v. 

Aragonés Jiménez, 115 DPR 219 (1984).  Por tanto, culminada la 

relación matrimonial y hasta que se efectúe la correspondiente 

liquidación del haber común, surge entre éstos una comunidad de 

bienes ordinaria. Muñiz Noriega v. Muñoz Bonet, 177 DPR 967 

(2010);  Montalván v. Rodríguez, supra; Bidot v. Urbino, 158 DPR 
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294 (2002).  Así pues, en una comunidad de bienes post ganancial, 

cada partícipe es dueño de una cuota independiente e inalienable, 

acompañada del derecho de co administrar los bienes que la 

componen y de pedir, en cualquier momento, su correspondiente 

división.  Esta participación recae sobre la totalidad de la masa 

común y no a manera de una porción concreta sobre cada uno de 

los bienes, por lo que ostentan un derecho pro indiviso en la 

misma. 31 LPRA sec. 1271; Muñiz Noriega v. Muñoz Bonet, 

supra; Díaz v. Aguayo, 162 DPR 801, 809 (2004); Montalván v. 

Rodríguez, supra.   

Una vez presentada la correspondiente acción para liquidar 

la extinta sociedad legal de gananciales, le son aplicables a dicha 

operación las normas relativas a la división del caudal hereditario. 

31 LPRA sec. 1285; Montalván v. Rodríguez, supra.  En 

consecuencia, peticionada la división de los bienes comunes, se 

procederá a realizar un inventario, tomando en cuenta que el 

mismo comprenderá aquellas cantidades que, habiendo sido 

satisfechas por la sociedad legal de gananciales, deben rebajarse 

del respectivo capital de cualquiera de sus miembros.  De igual 

forma, se continuará con la tasación de los bienes, la 

determinación del pasivo de la comunidad, la fijación del 

remanente líquido y su distribución y, finalmente, la 

correspondiente adjudicación de aquéllos a los comuneros, 

siempre en partes iguales.  Vega v. Soto, 164 DPR 113 (2005).  Por 

tanto, disuelta la sociedad y satisfechas las deudas del haber 

común, el cual resulta luego de realizadas las correspondientes 

deducciones en el caudal inventariado, se liquidará la misma, 

pagándose el capital restante a ambos ex cónyuges. Vega v. 

Tossas,  170 DPR 392 (1949).  
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III 

En esencia, plantea el apelante que erró el Tribunal de 

Primera Instancia al no dictar sentencia sumaria a su favor, toda 

vez que, a su juicio, la prueba documental que ofreció acreditó su 

derecho sobre la mitad del remanente de la liquidación del bien 

inmueble objeto de litigio, así como la inexistencia del crédito a 

favor de la apelada por concepto de los intereses hipotecarios 

satisfechos. En apoyo a tales afirmaciones, alude al contenido de 

las estipulaciones suscritas como parte de su sentencia de divorcio 

y se reafirma en que cumplió con las exigencias procesales 

pertinentes a la procedencia de su solicitud de sentencia sumaria.  

Habiendo entendido sobre sus argumentos a la luz de la norma 

aplicable, la prueba y las particularidades del caso, revocamos la 

sentencia apelada. 

 Un examen del contenido de los documentos que componen 

el expediente que atendemos, nos impide sostener la 

determinación judicial impugnada.  A nuestro juicio, el presente 

caso expone ciertas particularidades relacionadas a la 

interpretación del contenido de las estipulaciones en controversia, 

que inciden sobre los respectivos derechos y obligaciones de los 

comparecientes. En principio, y en el adecuado ejercicio de 

nuestras funciones respecto al mecanismo adjudicativo que nos 

ocupa, resolvemos que, en términos estrictamente procesales, las 

mociones de sentencia sumaria promovidas por los comparecientes 

observan los criterios dispuestos por el ordenamiento.  Ahora bien, 

entendemos que los argumentos propuestos no encuentran entero 

respaldo en el derecho invocado, ni fueron atendidos a tenor con la 

norma aplicable a la materia pertinente.   

 Al remitirnos, tanto a los pliegos de las partes de epígrafe, 

como a la sentencia apelada, podemos advertir que, cual resuelto, 

no hay controversia de hechos en cuanto a la existencia de un 
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inmueble común, gravado con una hipoteca.  Razonamos, por 

igual, que tampoco está en disputa el que, de conformidad con las 

estipulaciones, la apelada, desde decretado el divorcio, amortizó la 

deuda por el principal y los intereses de la referida carga.  Por 

igual, tampoco hay controversia sobre el incumplimiento del 

apelante en cuanto a su obligación de satisfacer la partida 

correspondiente a las contribuciones de la propiedad. Sin embargo, 

a nuestro juicio, múltiples asuntos inherentes a los derechos y 

obligaciones de los comparecientes no fueron debidamente 

adjudicados, hecho que atribuimos a la incorrecta apreciación de 

la estipulación suscrita.   

La sentencia que atendemos, además de ordenar la venta y 

liquidación del inmueble, únicamente provee para que el apelante 

satisfaga el cincuenta por ciento (50%) de lo pagado por la apelada 

en concepto de intereses hipotecarios, desde disuelto el vínculo 

matrimonial entre los comparecientes, así como las contribuciones 

sobre la propiedad, ello en la suma debida.  No obstante, este 

mandato soslaya la aplicación de las normas pertinentes a la 

liquidación de una comunidad post ganancial. Según 

expusiéramos, en defecto de capitulaciones matrimoniales 

estableciendo un régimen económico de separación de bienes, 

prevalece un estado de ganancialidad entre los cónyuges, en virtud 

del cual, se presumen comunes todos los bienes y derechos 

adquiridos durante la vigencia de su matrimonio.  Una vez disuelto 

el mismo, desaparece la sociedad de gananciales entre ellos habida 

y nace una comunidad de bienes en la cual, cada uno, es titular de 

una cuota independiente sobre la totalidad de la masa común.   

Conforme a tal norma, la responsabilidad del aquí apelante 

no se ceñía sólo a las partidas requeridas por la apelada y 

adjudicadas por el tribunal. Ciertamente, las estipulaciones 

suscritas por los comparecientes no adjudicaron la titularidad del 
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inmueble en controversia, sino que proveyeron para su 

administración, hasta tanto el mismo fuera liquidado. De este 

modo, la voluntad de la apelada al asumir el pago de la hipoteca 

constituyó un acto de administración sujeto a las normas de la 

comunidad de bienes, respecto al cual al apelante le asisten 

determinados deberes. Específicamente, este viene llamado, no 

sólo a satisfacer la mitad del desembolso pertinente a la partida de 

los intereses hipotecarios, sino, también, a la mitad del monto 

satisfecho por concepto del principal hipotecario. Ahora bien, a 

tenor con este raciocinio, entendemos que, aun cuando en las 

estipulaciones suscritas por los comparecientes el apelante asumió 

el deber de cubrir el pago de las contribuciones sobre la propiedad 

pertinentes al inmueble en disputa, resulta incorrecto ordenarle 

compensar la totalidad de la suma satisfecha por la apelada.  Ello 

así, puesto que, siendo una obligación común, a ambos les asiste, 

en iguales términos, saldar la misma.  

El caso de autos evidencia la existencia de controversias por 

resolver que surgen de los propios documentos propuestos por los 

comparecientes, así como de la incorrecta interpretación del 

alcance del pacto entre ambos suscritos. Esto impide la 

adjudicación sumaria del asunto, así como, también, sostener un 

dictamen que no es conforme a derecho. Particularmente, somos 

del criterio de que se hace preciso dar curso al proceso relativo a la 

liquidación del inmueble, ello a fin de que, luego de descontadas 

las partidas correspondientes a los gastos de rigor, el remanente se 

divida, por mitad, entre los comparecientes.  Por tanto, procede la 

devolución del asunto al Tribunal de Primera Instancia para que dé 

cumplimiento a lo aquí resuelto, a la luz de la norma y de la 

prueba pertinente al asunto.  
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IV 

 Por los fundamentos que anteceden, se revoca la sentencia 

apelada y se devuelve el caso al Tribunal de Primera Instancia para 

que, por la vía ordinaria, dé curso a los procedimientos de rigor a 

fin de disponer de las controversias identificadas. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.       

                                               Dimarie Alicea Lozada 

                Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


